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Tema:


ACCIÓN POPULAR / ACCESO A LOS SERVICIOS DE PERSONAS SORDAS Y SORDOCIEGAS / ENTIDAD FINANCIERA / LEY 982 DE 2005 / NO SE HAN ADOPTADO MEDIDAS PREVISTAS EN LA LEY / REVOCA / AMPARA DERECHO COLECTIVO / De acuerdo con lo expuesto, puede decirse que fue errada la valoración probatoria que hizo la funcionaria de primera sede, pues contrario a la conclusión que contiene el fallo que se revisa, la parte demandada no demostró haber dado cumplimiento a las exigencias del artículo 8º de la ley 982 de 2005, que ordena como carga para las entidades que prestan servicios públicos, entre ellas las financieras, incorporar, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.
(…)
La entidad demandada no ha adoptado las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad.
(…)

Solo resta por agregar que la ley de que se trata fue expedida el 2 de agosto de 2005; se publicó en el Diario Oficial el 9 del mismo mes y su vigencia comenzó seis meses después de acuerdo con el artículo 47. Es decir, que para la fecha en se instauraron las acciones, esto es, en el año 2016, habían transcurrido  casi diez años desde su entrada en vigencia, lapso suficiente para que gradualmente se hubiesen tomado las medidas del caso con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de la población que en este caso resulta digna del amparo solicitado.
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Fecha lectura de fallo: Junio 12 de 2018,  hora: 9:30 a.m.
HECHOS: Los hechos relevantes que fundamentan las acciones populares acumuladas de la referencia, se resumen en que la entidad demandada, presta los servicios públicos en diferentes inmuebles, sin que en ninguno de ellos cuente con un profesional intérprete, guía intérprete de planta y permanente, necesarios para la atención de personas sordas, sordo-ciegas o hipoacústicas, como lo ordena el artículo 8º de la Ley 982. 

Considera el actor lesionados los derechos colectivos consagrados en los literales m), d), i) de la Ley 472 de 1988, artículo 13 de la Constitución Nacional y Ley 982 de 2005. 
PRETENSIONES: Ordenar a Bancolombia S.A en las sucursales que hacen parte de este trámite, contrate de planta un profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordo-ciegas, o contrate con entidad idónea certificada por el Ministerio de Educación Nacional para que de planta se atienda a ese grupo poblacional. Igualmente se le condene en costas. Pidió además otra serie de medidas a adoptar en providencias distintas a la sentencia. 

RESPUESTA DE LA ACCIONADA: El representante legal judicial de la entidad demandada, por intermedio de apoderado, dijo en cada una de las acciones populares acumuladas, que si bien es cierto, Bancolombia S.A. no cuenta con un profesional intérprete ni guía intérprete de planta ni permanente, también lo es que ha estado adelantando en los últimos años de la mano de la fundación “Colombia Accesible” un ambicioso proyecto que tiene como objeto la implementación de medidas que faciliten la accesibilidad a las sucursales del banco ubicadas a lo largo y ancho del territorio nacional, de las personas discapacitadas; además, los empleados del banco han sido capacitados para atender de manera personal el grupo poblacional de que se trata. Agregó, que de acuerdo a la circular 1779, se establecieron por la demandada, políticas necesarias para la atención de ese grupo poblacional, incluidas las sordas, sordo-ciegas e hipoacústicas e implementado tecnologías aptas para el uso de las mismas personas, tales como cajeros electrónicos, PAC electrónicos, sucursal virtual y sucursal telefónica. Se opuso a las pretensiones incoadas y formuló en la mayoría de ellas, las siguientes excepciones de fondo: “ineptitud de la demanda”, “ausencia de vulneración de derechos e intereses colectivos”, “Bancolombia cumple con las disposiciones de la Superintendencia Financiera de Colombia en relación con la atención de la población en situación de discapacidad”, “imposibilidad de presumir la afectación de un derecho colectivo a partir del incumplimiento de normas”, “ausencia de configuración de actos discriminatorios”, “la implementación de intérpretes y guías intérpretes, sin reglamentación previa, configuraría una violación a la seguridad de los usuarios financieros” e “imposibilidad de conceder al actor popular la aplicación de los artículo 86 y 96 del C.G.P. y 145 C.P.C.A.  En la acción popular 2016-0066 propuso la de “hecho superado”.
SENTENCIA: Se profirieron en diferentes fechas y en ellas, la funcionaria de primera sede con idénticos argumentos, negó las pretensiones de las acciones constitucionales; declaró probada en cada una de ellas la excepción de fondo propuesta por el banco accionado denominada “ausencia de vulneración de derechos e intereses colectivos” y se abstuvo de condenar en costas al demandante. 
Para decidir así, transcribió en extenso jurisprudencia que consideró aplicable al caso y luego de citar algunas normas de la ley 982 de 2005, concluyó que el banco demandado no ha lesionado algún derecho colectivo, porque cumple con los objetivos de la citada ley, pues garantiza a sus usuarios y potenciales clientes con discapacidad sensorial auditiva, visual y fonoacústica el acceso a todos los servicios que como ciudadanos colombianos les confiere la constitución. Agregó que pese a la ausencia de intérprete y guía intérprete en las sucursales demandadas, el servicio se ofrece mediante otras herramientas, tales como el centro de relevo virtual gratuito, medios audiovisuales, aplicaciones de celular, capacitación de personal,  entre otras, aunadas a la política del banco de brindar atención preferencial a las personas en situación de discapacidad.
RECURSO DE APELACIÓN: Impugnaron el actor popular y los coadyuvantes. Alegaron en compendio, que la entidad accionada no cuenta con intérprete o guía intérprete “de planta” y no probó que tengan convenio alguno con una entidad acreditada por el Ministerio de Educación Nacional o con FENASCOL; tampoco acreditó que sus empleados se encuentren capacitados para para atender al grupo poblacional de que se trata. Solicitaron se revoque la sentencia y en su lugar se ampare la acción popular y se reconozca agencias en derecho.   
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
1. Procede la Sala a decidir los recursos de apelación interpuestos por el demandante y sus coadyuvantes, frente a las sentencias proferidas por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en las siguientes acciones populares interpuestas contra varias sucursales de Bancolombia S.A, en diferentes sedes del país:
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2. El demandante está legitimado para promover las acciones populares de la referencia de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la ley 472 de 1998 que autoriza iniciarlas, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos. 

Igualmente lo está Bancolombia S.A de acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, según el cual la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo y porque esa entidad fue citada como la persona jurídica que lesiona aquellos cuya protección se reclama.

Y  sea la oportunidad para decir que lo está aún en la acción popular radicada bajo el No. 2016-00594-01, en la que consideró la funcionaria de primera instancia que de esa legitimación carecía, porque no funcionaba una sucursal del Banco en el lugar indicado en los hechos de la demanda.

3. De acuerdo con los planteamientos de los impugnantes, corresponde a esta Sala resolver si se probó en el proceso, como lo concluyó la funcionaria de primera sede, que la entidad demandada ha dado cumplimiento al artículo 8º de la ley 982 de 2005, o si, como aquellos lo aducen, de ello no existe prueba en el plenario. Además, cuál es la consecuencia de no existir en el lugar señalado en la última acción popular citada, una sede de ese Banco.
4. Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos. Esa disposición fue reglamentada mediante la Ley 472 de 1998 que la define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses de aquella naturaleza y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta.

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 

En desarrollo de esas normas superiores el legislador expidió la ley 361 de 1997 para proteger a una población minoritaria, en condiciones de vulnerabilidad. En el artículo 2º impuso como obligación a cargo del  Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación …”.

Por su parte, el artículo 8º de la ley 982 de 2005 indica: “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.”.
De acuerdo con esa disposición, las entidades prestadoras de servicios públicos están en la obligación de proporcionar los servicios de intérprete y guía de intérprete a las personas que presenten discapacidad auditiva y de escucha, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

Al respecto dijo la Corte Constitucional en sentencia T-006 de 2008, de la que se leen algunos de sus apartes: 

“Uno de los colectivos más afectados por situaciones formales de igualdad pero reales de exclusión y discriminación son las “minorías discretas u ocultas”, integradas por las personas que tienen una discapacidad o desventaja grave o profunda en el habla, el oído o la visión
. Se trata de personas cuyas necesidades básicas quedan sujetas a la misma forma de atención de los que carecen de tales limitaciones físicas, lo que representa más carga que beneficio al tener que adaptarse en modo forzado y precario a esos mecanismos generales o incluso a renunciar a ellos por la inexistencia de opciones diferenciales que tengan en cuenta su discapacidad (barreras de acceso negativas)…

La Ley 982 de 2005, “por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas”, consagra tres reglas relevantes sobre el particular: (i) la “lengua de señas” es la “lengua natural” de las comunidades de sordos y forma parte de su patrimonio cultural (artículo 1-10); la Lengua de Señas en Colombia, para quienes no pueden desarrollar lenguaje oral, se entiende y se acepta como idioma necesario de comunicación de las personas con pérdidas profundas de audición y, las sordociegas, que no pueden consiguientemente por la gravedad de la lesión desarrollar lenguaje oral (art.2º)
; la función del intérprete de lengua de señas de Colombia es necesaria en situaciones de carácter oficial ante las autoridades competentes o “cuando sea requerido para garantizar el acceso de la persona sorda y sordociega a los servicios a que tiene derecho como ciudadano colombiano”. (se subraya) (art. 6). 

En este contexto, la misma ley define como “derecho humano inalienable” de toda persona sorda “el derecho de acceder a una forma de comunicación, ya sea esta la Lengua de Señas Colombiana o el oralismo” (Art.22). Además, establece que toda forma de represión al uso de una Lengua de Señas, tanto en espacios públicos como en espacios privados, “será considerada como una violación al derecho de libre expresión consagrada en la Constitución”. 

5. Concluyó el juzgado de primera sede, que la entidad accionada cumple con los objetivos de la ley 982 de 2005, porque a pesar de que no cuenta con intérprete o guía intérprete permanente en las sucursales accionadas para la atención de personas sordas y sordo-ciegas, tienen otra manera de ofrecerles los servicios que prestan, como intérprete en línea, sucursal telefónica, sucursal virtual, PAC electrónico y la plataforma de FENASCOL; además, ofrecen atención personalizada cuando así lo requiera ese grupo poblacional porque todos sus empleados están capacitados e instruidos para prestar un servicio óptimo y preferencial. 
6. A juicio de la Sala, la entidad demandada no probó lo que era menester en esta causa, como lo pretendió con los documentos que  aportó al dar respuesta al libelo. En efecto:

a) La circular 1779 del 24 de septiembre de 2009, suscrita por varios funcionarios del Banco accionado, dirigida a todos sus empleados, en la que les indica las políticas de atención a las personas de baja visión, invidentes y sordos, entre otros, no resultan suficientes para considerar satisfecha la obligación que le impone el artículo 8º de la Ley 982 de 2005, pues ninguna menciona la del servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran.

b) El documento que dice se denomina “canales de distribución–dirección estratégica de canales”, en el que se consigna como plan de trabajo un convenio con la Federación Nacional de Sordos de Colombia –FENASCOL-articulación con otros canales del Banco y se menciona como servicio el intérprete para la población sorda usuaria de servicios financieros Bancolombia, del 29 de septiembre de 2017, elaborado por  la representante legal judicial de Bancolombia, tampoco demuestra lo que es menester en esta causa, porque aunque en él se hace referencia a un convenio con FENASCOL para que preste el servicio de intérprete de sordos en línea, no se probó que en realidad  se hubiese perfeccionado.  Además, solo está dirigido a prestar el servicio financiero a las personas sordas, sin incluir las sordo-ciegas.

c) El concepto emitido por el Procurador 23 Judicial II Ambiental y Agraria de Yopal, Casanare, en la acción popular número 2015-00162, propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra Bancolombia S.A, en el que dice aquel funcionario que las pretensiones resultan  desproporcionadas, vulneran el principio de igualdad frente a todas las instituciones públicas y privadas y que de accederse a ellas se causaría un daño  económico que podría ser trasladado incluso a los usuarios y generaría un costo que no se justifica frente al beneficio,  y la copia de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, en la acción constitucional número 2015-00536, en la que se negó el amparo solicitado porque a juicio de la falladora, la entidad financiera no ha vulnerado los derechos colectivos de las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas, carecen de fuerza vinculante en el presente evento, porque a pesar de que definen o tratan sobre situaciones similares a las que plantea el asunto bajo estudio, no constituyen precedentes que sean obligatorios para esta Sala.

Obra también en las diferentes actuaciones, el testimonio rendido por el señor  Rubén Darío Ramírez, director de Bancolombia S.A. sucursal Santa Rosa de Cabal, quien manifestó que las oficinas de Bancolombia a nivel nacional, tienen la infraestructura necesaria para atender de manera rápida y segura a las personas sordas y sordo-ciegas; cuentan además con sistemas sonoros y audiovisuales y señalización dentro de sus oficinas;  tienen una sucursal virtual que atiende las 24 horas del día y un dispositivo instalado en todas las dependencias del país para atender de manera ágil y preferente a las personas sordas y sordo-ciegas; además, que el personal bancario está capacitado para atenderlas. 
Demuestra ese testimonio que efectivamente no se ha dado cumplimiento al artículo tantas veces citado, pues confirma que no cuentan con el servicio de intérprete y guía intérprete, para las personas sordas y sordociegas, ya sea de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio, sin que la tecnología que dicen aplicar para atenderlas sea lo que manda la norma atender.
7. De acuerdo con lo expuesto, puede decirse que fue errada la valoración probatoria que hizo la funcionaria de primera sede, pues contrario a la conclusión que contienen los fallos que se revisan, la parte demandada no demostró haber dado cumplimiento a las exigencias del artículo 8º de la ley 982 de 2005, que ordena como carga para las entidades que prestan servicios públicos, entre ellas las financieras, incorporar, dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete, para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio.

Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas y sordociegas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que el banco demandado ofrece, para lo cual es menester que cuenten con el servicio de intérpretes y guías intérpretes, servicio del que carecen en las sedes de esa entidad financiera.
Esta no ha adoptado las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad. 
8. Como para la Sala no tienen acogida los argumentos en que se sustentaron los fallos que se revisan, pues contrario a lo que en él se afirmó, sí se probó la amenaza a los derechos colectivos cuya protección se solicitó, se procede entonces al análisis de las excepciones de fondo que propuso la entidad financiera accionada.
8.1 “Ineptitud de la demanda”. Para sustentarla, en resumen, se dijo que el accionante se limitó a denunciar la inexistencia de un profesional intérprete y guía intérprete y de señales luminosas y sonoras en la sucursal del Banco y transcribir normas, sin señalar en qué consiste la supuesta vulneración.

De acuerdo con tales argumentos, se está frente a una excepción que como previa enlista el artículo 100 del Código General del Proceso, la que no procede en esta clase de acciones de acuerdo con el artículo 23 de la Ley 472 de 1998 que autoriza proponer como tales, para decidirlas en la sentencia, en forma exclusiva, las de falta de jurisdicción y cosa juzgada.

8.2 También formuló las excepciones de “Ausencia de vulneración de derechos e intereses colectivos”; “Bancolombia cumple con las disposiciones de la Superintendencia Financiera de Colombia en relación con la atención de la población en situación de discapacidad”; “Imposibilidad de presumir la afectación de un derecho colectivo a partir del incumplimiento de normas” y “Ausencia de configuración de actos discriminatorios”. 

Para fundamentarlas, básicamente se expresó que el Banco accionado  no ha incurrido en acciones u omisiones que afecten los derechos colectivos de la población sorda y sordociega; que no ha vulnerado derecho alguno porque cumple las normas que le son aplicables y especialmente las de la Superintendencia Financiera, relacionada con la atención de la población en situación de discapacidad; que corresponde al demandante probar el quebranto a que se refiere la demanda y que el artículo 8º de la ley 982 de 2005 no le impone la obligación inmediata de contratar profesional intérprete y guía intérprete y la entidad está desarrollando un programa, junto con la fundación “Colombia Accesible” para garantizar los derechos de las personas en situación de discapacidad, sin que sea suficiente demostrar que se vulneraron las normas citadas en la demanda, pues debe acreditarse que lesionaron los derechos colectivos de las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas.

La mayoría de los argumentos en que se sustentan las excepciones que se acaban de relacionar han sido objeto de análisis a lo largo de esta providencia, siendo necesario agregar que en razón a la naturaleza preventiva de la acción popular, solo se requiere que exista la amenaza de que se produzca la lesión; el cumplimiento de las normas de la Superintendencia Financiera, no releva a la entidad demandada de cumplir la obligación que le impone el artículo 8º de la ley 982 de 2005; la ley de que se trata fue expedida el 2 de agosto de 2005, se publicó en el Diario Oficial el 9 del mismo mes y su vigencia comenzó seis meses después de acuerdo con el artículo 47. Es decir, que para la fecha en se instauraron las acciones, esto es, en el año 2016, habían transcurrido  más de diez años desde su entrada en vigencia, lapso suficiente para que gradualmente se hubiesen tomado las medidas del caso con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de la población que en este caso resulta digna del amparo solicitado.

Las referidas excepciones no están por tanto, llamadas a prosperar.

8.3 Tampoco la que se denominó “La implementación de intérpretes y guías intérpretes sin reglamentación previa, configuraría una violación a la seguridad de los usuarios financieros”, pues la ley 982 de 2005, no supeditó su observancia a la expedición de norma reglamentaria alguna; por ende, es directamente ejecutable. Y es que de otra forma no puede interpretarse el contenido de la disposición en cita, porque la  Carta Política de 1991,  prevé  una especial protección para todos aquellos grupos marginados de la sociedad y por ende, considerar que debe esperarse  la expedición de un decreto reglamentario para terminar con la discriminación, no consulta los principios que la Constitución  busca  proteger. Otorgar el alcance pretendido por el excepcionante sería tanto como permitir la prolongación indefinida de una situación  desventajosa para un grupo vulnerable de la sociedad. 

8.4. Los hechos que sustentan el medio exceptivo que se denominó “Imposibilidad de conceder al actor popular la aplicación de los artículos 86 y 96 del Código General del Proceso; 199 del Código de Procedimiento Civil y 145 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, no configuran una excepción de fondo, pues se sustentó en la aplicación de disposiciones que no  enervan las pretensiones.
8.5. En las acciones populares con radicaciones 2016-00666-01 y 2016-00642-02, se propusieron además como excepciones la de “hecho superado”. Los argumentos sobre los que se edificó fueron ya analizados, pues guardan relación con el uso de medios tecnológicos para atender a sus clientes sordos. 
9. Como ninguna de las excepciones propuestas está llamada a prosperar, se revocarán las sentencias impugnadas, excepto la radicada bajo el No. 2016-00594-01, a la que se hará mención más adelante, y para proteger el derecho al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna, se ordenará a Bancolombia S.A, en todas las sucursales ya mencionadas, que dentro de los dos meses siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

Además, se adicionará la sentencia en el sentido de ordenar a la entidad accionada que de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco días y en cada una de las acciones populares de que trata esta providencia, excepto en la última citada, preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000, para garantizar el cumplimiento de la misma.
Se conformará un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia.

De conformidad con el numeral 4º del artículo 365 del CGP, se condenará en costas, en ambas instancias, a la parte demandada, en todas las acciones populares, excepto en la que se ha venido citando, porque las sentencias que se revisan serán totalmente revocadas. Se liquidarán de manera individual para cada una de las acciones populares, por el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, que correspondan en esta sede, también para cada una de ellas.

10. En la acción popular que se ha identificado de manera individual, el juzgado de primera sede negó las pretensiones de la demanda por falta de legitimación en la causa por pasiva.
La legitimación en la causa por activa se ha definido como la cualidad de titular del derecho subjetivo que invoca el demandante, y por pasiva, la calidad de obligado a ejecutar la prestación correlativa en el demandado. Su ausencia se producirá cuando carece el primero de interés jurídico digno de protección o por no ser el segundo el llamado a satisfacer la obligación que se le reclama. 
Sin embargo, no fue situación como esa la que acaeció en el proceso bajo estudio. Lo que alegó el Banco accionado es que en el lugar indicado en la demanda, carrera 48 No. 27-24 de la ciudad de Medellín, no funciona sucursal alguna, y el demandante a quien correspondía demostrar el hecho contrario, no cumplió tal carga. De manera pues que por la inexistencia de lesión de derechos colectivos es que han debido negarse las pretensiones de esa demanda, no por falta de legitimación en la causa como lo concluyó la funcionaria de primera instancia.

Por tanto, la sentencia proferida en ese proceso será confirmada aunque por los motivos aquí expuestos, sin que haya lugar a imponer condena en costas al demandante, de acuerdo con el artículo 38 de la ley 472 de 1998, porque no se demostró su temeridad o mala fe.
11. Con motivo de la acumulación ordenada, se llevará a cada expediente copia de esta decisión y se devolverán los expedientes al juzgado de origen.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

F A L L A  :

1° REVOCAR las sentencias proferidas por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en las siguientes acciones populares que promovió el señor Cristian Vásquez Arias contra Bancolombia S.A: 
	Radicado Nos.

	66682-31-13-001-2016-00598-01
	66682-31-13-001-2016-00594-02

	66682-31-13-001-2016-00630-02
	66682-31-13-001-2016-00737-02

	66682-31-13-001-2016-00658-01
	66682-31-13-001-2016-00796-01

	66682-31-13-001-2016-00686-01
	66682-31-13-001-2016-00607-02

	66682-31-13-001-2016-00731-02
	66682-31-13-001-2016-00710-01

	66682-31-13-001-2016-00599-01
	66682-31-13-001-2016-00709-01

	66682-31-13-001-2016-00673-02
	66682-31-13-001-2016-00674-01

	66682-31-13-001-2016-00605-02
	66682-31-13-001-2016-00701-01

	66682-31-13-001-2016-00763-02
	66682-31-13-001-2016-00767-01

	66682-31-13-001-2016-00652-01
	66682-31-13-001-2016-00770-01

	66682-31-13-001-2016-00723-03
	66682-31-13-001-2016-00590-03

	66682-31-13-001-2016-00666-01
	66682-31-13-001-2016-00703-01

	66682-31-13-001-2016-00765-01
	66682-31-13-001-2016-00792-01

	66682-31-13-001-2016-00728-01
	66682-31-13-001-2016-00781-01

	66682-31-13-001-2016-00649-01
	66682-31-13-001-2016-00642-02

	66682-31-13-001-2016-00704-02
	66682-31-13-001-2016-00612-03

	66682-31-13-001-2016-00626-02
	66682-31-13-001-2016-00795-01

	66682-31-13-001-2016-00677-01
	66682-31-13-001-2016-00730-01

	66682-31-13-001-2016-00776-01
	66682-31-13-001-2016-00724-01


2º AMPARAR el derecho colectivo al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna. En consecuencia, se ordena a Bancolombia S.A. que dentro de los dos meses siguientes a  la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, en las acciones populares ya referenciadas, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

3º ORDENAR a la entidad accionada que, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco días y en cada una de las acciones populares de que trata esta providencia, preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000 para garantizar el cumplimiento de la misma.
4º CONFORMAR el comité para la verificación del cumplimiento de esta sentencia, integrado por el juzgado de primera instancia, las partes y el Ministerio Público.

5º CONDENAR en costas, en ambas instancias, a la parte accionada y en favor del accionante y sus coadyuvantes en cada una de las acciones populares que se acaban de enlistar, las que serán liquidadas de manera individual para cada una de ellas, por el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso, previa fijación de las agencias en derecho, que correspondan en esta sede, también para cada una de ellas.

6º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 23 de octubre de 2017, en el proceso radicado bajo el No. 2016-00594-01, sin que haya lugar a imponer condena en costas al demandante.

7º Llévese a cada expediente copia de esta decisión y devuélvanse los expedientes al juzgado de origen.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sobre los colectivos de personas discapacitadas como minorías discretas u ocultas ver sentencias T-207 de 1999 y C- 076 de 2006, entre otras. Sobre el juicio de igualdad respecto de normas que afectan a estos colectivos se puede revisar la Sentencia C-673 de 2001.


� Ratifica el mandato contenido en el artículo 68 de la Ley 361 de 1997, que dispone: “El lenguaje utilizado por personas sordas, es un medio válido de manifestación de la voluntad y será reconocido como tal por todas las autoridades públicas y privadas.”
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